SENTENCIA TUTELA 2ª INSTANCIA N°90
RADICACIÓN: 66001310900120150017601
ACCIONANTE: LUZ DARY ZULETA DE PULGARIN
CONFIRMA 

                         REPÚBLICA DE COLOMBIA

                                       PEREIRA-RISARALDA 
[image: image1.png]


                                           RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, quince (15) de diciembre de dos mil quince (2015)

                                                                 Acta de Aprobación No 837
                                                 Hora: 3:35 p.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por    la señora ADRIANA MARÍA LONDOÑO MOLINA –Gerente Regional de SALUDCOOP EPS- contra el fallo proferido por el Juez Primero Penal  del  Circuito  de  esta  capital, con  ocasión  de  la  acción  de  tutela interpuesta  por la señora LUZ DARY ZULETA DE PULGARÍN en contra  de SALUDCOOP EPS y la Secretaría de Salud Departamental.
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela la señora LUZ DARY, se pueden sintetizar así:  (i) padece “un cuadro patológico de control de HTA -Hipertensión Arterial- HLP HIPOTIROIDEA, SECUELAS DE ACISQUEMISMO FRONTAL DERECHO NO SINTOMÁTICO” además presentó “MENINGUITIS” que fue tratada hospitalariamente con controles por neurología, más “PARÁLISIS DE BELL” asociado a crisis frecuentes de “MIGRAÑA”, que afectan su diario vivir; (ii) al acudir a su EPS le recetan medicamentos básicos para calmar sus constantes dolores de cabeza; (iii) en mayo 26 de 2015 su médico tratante la remitió ante especialista en neurología dada la urgencia del asunto y aunque llamaba todos los días para obtener la cita no lo consiguió, y (iv) en agosto 26 de 2015 nuevamente el médico tratante al notar la urgencia reiteró la orden de consulta con neurólogo, sin haber sido posible conseguirla, por lo cual presentó derecho de petición -septiembre 7/15-, sin recibir respuesta alguna.

Pide en consecuencia, se tutelen sus derechos a la salud y a la vida en condiciones dignas, a efecto de que la entidad le autorice la valoración con especialista, para lo cual también solicitó una medida provisional.

3.- TRÁMITE Y FALLO 
3.1.- El despacho concedió la medida provisional reclamada y ordenó que de manera inmediata se le programara y realizara la consulta con neurología, y una vez admitida la demanda de tutela se descorrió traslado de ésta a La Secretaría de Salud Departamental de Risaralda y a SALUDCOOP EPS, quienes al respecto indicaron lo siguiente:

- La Secretaria de Salud Departamental luego de hacer alusión a diferente normativa, expresa que es innegable la responsabilidad que le asiste a SALUDCOOP de atender de manera inmediata los requerimientos de la enferma, máxime que la obligación no se agota con el cubrimiento de lo pactado y por tanto debe vigilar su oportuna atención, con mayor razón tratándose de un sujeto de especial protección en consideración a su edad y particulares condiciones de salud. Pide en consecuencia que SALUDCOOP establezca los requerimientos de salud que reclama la accionante, le brinde el servicio integral que necesita e igualmente se declare improcedente la presente acción frente a dicha entidad territorial.

- Por parte de SALUDCOOP EPS se guardó absoluto silencio.

3.2- Agotado el procedimiento a seguir y en el término constitucional, el juzgado de primer nivel profirió sentencia en la que refiere que aunque a la enferma se le expidió una autorización de servicio para consulta especializada con neurología se ha visto sometida a una larga espera sin que se le haya dado solución de fondo por lo cual se vulnera su derecho a la salud; así mismo y como quiera que la actora presenta diversas patologías, de conformidad con la jurisprudencia constitucional considera que a ésta se le debe otorgar el cuidado completo que requiere para sus dolencias.  En consecuencia le ordenó a la Gerente Regional de SALUDCOOP que dentro de los 5 días siguientes, autorice, programe y verifique la realización de la valoración por el especialista y le otorgue la atención integral para las patologías de hipertensión arterial, accidente isquémico temporal y migraña compleja, aunque se encuentren excluidos.

4.- IMPUGNACIÓN

Inconforme con la decisión adoptada, la Gerente Regional de SALUDCOOP –hoy CAFESALUD- interpuso recurso de alzada en relación con la atención integral ordenada, el que sustenta en los siguientes términos:

- Aunque es cierto que eventualmente a raíz de un procedimiento se deriven otros inevitables para estabilizar al paciente, ello no necesariamente implica que se traten de intervenciones no POS y la patología de la enferma no permite predecir si se generará atenciones ulteriores y menos si ésta están cubiertas o, por lo que no es viable someterlas a la cobertura del fallo de tutela.  En caso de tratarse de servicios excluidos no puede eximirse al Estado del cumplimiento de su obligación, menos cuando de por medio se encuentran las garantías fundamentales de la usuaria ya que SALUDCOOP no puede ir más allá de las acciones y los procedimientos médicos que ha dispuesto, pues el mismo sistema le impone limitaciones y por ende se debe efectuar un adecuado entendimiento del principio de integralidad.

- Hace referencia  a las exclusiones y limitaciones del POS para considerar que  son varios los parámetros establecidos por el legislador para fijar tales exclusiones y para el caso concreto, como el medicamento que se reclama no está incluido en el listado del POS, por disposición del art. 45 del Decreto 2591, el amparo se torna improcedente. Igualmente hace alusión a los requisitos para inaplicar las normas del POS y para ello el juez debe verificar que se cumplan todas las hipótesis fijadas para que ocurra.

- Pide en consecuencia, se revoque la decisión adoptada en lo atinente al tratamiento integral ordenado y de manera subsidiaria, se indique de manera puntual, precisa y concreta el servicio no POS que deberá ser autorizado y cubierto, circunscrito a la asistencia que suscitó la acción de amparo, con el fin de evitar fallos que den lugar a que a futuro se asuma el valor de prestaciones que no tengan relación alguna con la patología o que no impliquen afectación al derecho a la salud de la paciente.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por Juzgado Primero Penal del Circuito de esta ciudad, de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal determinar el grado de acierto o desacierto contenido en el fallo impugnado, en cuanto tuteló los derechos fundamentales a la salud y a la vida en condiciones dignas de la señora LUZ DARY ZULETA DE PULGARÍN. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, modificándola o revocándola como lo pide la entidad recurrente.

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. Es por ello que se erige en el instrumento válido con el que cuentan los ciudadanos para acudir ante cualquier juez de la República en procura de hacer respetar los derechos fundamentales al resultar afectados o vulnerados, siempre y cuando no haya otro medio de defensa judicial al que se pueda recurrir o de existir éste, se busque evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual el amparo procederá de manera transitoria.

En el caso en estudio el juez de primera instancia luego del análisis previo, estimó que en este caso existía vulneración al derecho fundamental a la salud y a la vida en condiciones dignas de la quejosa, y por ello ordenó que se le autorizara y programara la realización de la valoración por especialista en neurología. Así mismo, que SALUDCOOP EPS garantizara una atención integral para el tratamiento de las patologías que actualmente sufre “hipertensión arterial, accidente isquémico temporal y migraña compleja”, independientemente de que estuvieran o no incluidos en el plan de beneficios, situación ésta última que motivó a la Gerente Regional de la entidad accionada a centrar su disenso.
Acerca de esa orden de tratamiento integral, la Sala dirá lo siguiente:
En relación con el tema de las órdenes que emite el juez constitucional para que se suministre tratamiento integral a aquellos pacientes que tienen que recurrir a la acción de tutela como mecanismo tendiente a lograr el amparo de sus derechos y la continuación de un tratamiento médico, debe decirse que es una potestad cuyo ejercicio se hace indispensable en primer término para asegurar un adecuado manejo terapéutico de la condición que afecta la salud del usuario y, en segundo lugar, para dar cumplimiento a las obligaciones correlativas que el Estado Social de Derecho como garante del goce de las garantías que la misma Constitución y los tratados internacionales sobre derechos humanos reconocen a sus asociados.

Por manera alguna puede estimarse esa forma de proceder como una extralimitación de funciones del juez; por el contrario, de cara a su componente teleológico, constituye una opción válida para lograr que los afiliados al Sistema General de Seguridad Social en Salud sean considerados como personas dignas y se les respeten sus prerrogativas al pleno goce de los derechos que les son inherentes, en especial, al diagnóstico, a recibir un tratamiento continuo, oportuno, calificado y eficaz para paliar las alteraciones que sobre su salud recaigan.

En lo que hace con el específico reparo que contiene la impugnación, en tanto el fallo extendió sus alcances al tratamiento integral, pese a que la patología de la paciente no permite predecir si se generaran atenciones futuras, tal argumento que no puede ser aceptado, dado que el juez constitucional no ha hecho cosa diferente a seguir los lineamientos que frente al tema se tienen, en especial, porque es imperativo que ante a una vulneración del derecho a la salud, se den los pasos necesarios para garantizar que esa situación no se vuelva a repetir, en aras de asegurar que el servicio que se preste, sea oportuno, eficaz y especialmente continuo. Por demás, una posición como la esbozada, no es insular y por el contrario está sustentada por medio de las directrices que al respecto y en cumplimiento de los fines de la orden de atención integral se consignaron previamente por parte de la Corte Constitucional como se puede apreciar a continuación: 

“17.- De otro lado, no es aceptable que la negativa del reconocimiento de la prestación integral del servicio de salud, se fundamente en que no es posible para el juez de tutela dictar órdenes indeterminadas ni reconocer mediante ellas prestaciones futuras e inciertas, lo cual es acertado a la luz de la jurisprudencia de esta Corporación.  Sin embargo, de lo que se trata es de procurar que el juez establezca criterios que hagan determinable aquello que ordena con fundamento en los conceptos del médico tratante. Y, ello se logra si junto al mandato de reconocer atención de salud, muchas veces integral, se informa sobre la condición de la persona que requiere dicha atención o se remite a un especialista para que especifique esta condición.

18.- En este orden, el principio de integridad de la garantía del derecho a la salud, ha encontrado en la jurisprudencia de la Corte Constitucional criterios puntuales a partir de los cuales se configura la obligación de prestar de manera integral el servicio de salud. Así, cumplidos los presupuestos de la protección del derecho fundamental a la salud por medio de la acción de tutela
, ante la existencia de un criterio determinador de la condición de salud de una persona, consistente en que se requiere un conjunto de prestaciones en materia de salud en relación con dicha condición, siempre que sea el médico tratante quien lo determine, es deber del juez de tutela reconocer la atención integral en salud.”
 
Frente al caso concreto, es evidente que la accionante LUZ DARY ZULETA no solo requerirá la valoración por el especialista en neurología, el cual sin duda alguna contribuirá no solo al diagnóstico, pronóstico y manejo de la enfermedad que presenta sino al mejoramiento de su calidad de vida, sino que también de acuerdo a lo obrante en el dossier, se avizora que la afectada ostenta otras patologías como hipertensión arterial, accidente isquémico temporal y migraña compleja, por lo que no resulta para nada aventurado proteger las contingencias que puedan sobrevenir con ocasión no solo de los resultados del examen ordenado, sino también de las demás patologías que presenta, si lo que se busca es la protección y garantía de los derechos fundamentales a la salud y a la vida en óptimas condiciones.  

De lo anterior, se desprende entonces que se hacía necesario brindar la protección que necesita la actora para procurar la atención para cada una de esas enfermedades, máxime cuando el señor juez de instancia tuvo buen cuidado de señalar que a la paciente se le debía prestar el tratamiento integral que pueda requerir en relación con esas precisas y específicas condiciones clínicas, situación que excluye cualquier indefinición sobre el tema, razón de más para no aceptar los planteamientos que en ese sentido formula SALUDCOOP EPS.

Ahora bien, aunque no fue objeto de reclamó por parte de la actora y quizás por ello no fue abordado en la decisión del a quo, evidencia la Sala que no solo el derecho fundamental a la salud fue objeto de quebrantamiento sino también el de petición, toda vez que de acuerdo a lo obrante en el dossier se avizora que la señora LUZ DARY ZULETA allegó ante SALUDCOOP -en septiembre 7 de 2015- escrito en el que solicitaba la realización de la valoración por neurología, respecto a la cual la entidad guardó absoluto silencio lo que conlleva a predicar que efectivamente tal derecho también fue vulnerado y reitera el desinterés de la entidad por solucionar la situación planteada; pero no obstante ello, esta Sala se abstendrá de emitir orden alguna al respecto, en tanto con la medida provisional otorgada a la quejosa, así como lo resuelto en el fallo de tutela se satisface de manera tácita la petición por ella elevada.
En esas condiciones, como quiera que para este Tribunal ningún reproche procede contra la actuación impugnada, se confirmará la providencia adoptada por la funcionaria a quo.
6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela objeto de este proferimiento. 
SEGUNDO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
La Secretaria de la Sala,
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Fundamento jurídico número 10 de esta sentencia. Que se trate de: (i) prestaciones concretas incluidas en los planes obligatorios siempre que su negativa no se haya fundamentado en un criterio estrictamente médico y, (ii) situaciones en las que su contenido no puede ser identificado con las prestaciones de los planes obligatorios, porque se refiere a la incapacidad económica de asumir una prestación excluida de dichos planes junto con la necesidad de garantizarla en razón a, por un lado, que se trate de un sujeto de especial protección constitucional (menores, población carcelaria, tercera edad, pacientes que padecen enfermedades catastróficas, entre otros), o por otro, que se trate de una situación en la que se puedan presentar argumentos válidos y suficientes de relevancia constitucional, que permitan concluir que la falta de garantía del derecho a la salud implique un desmedro o amenaza de otros derechos fundamentales de la persona, o un evento manifiestamente contrario a la idea de un Estado constitucional de derecho.


� Cfr. Sentencia T-398 del 24-04-2008, M.P. Dr. Humberto Antonio Sierra Porto.
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